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Resumen 

 

La investigación tuvo por objetivo general de proponer la modificatoria del artículo 

418 del Código Penal sobre la tipificación del delito   de prevaricato, teniendo en 

cuenta que el fiscal penal emite providencias, disposiciones y formula 

requerimientos, teniendo como tipo de estudio básica, un enfoque cuantitativo y 

prospecto. Donde se tuvo por población de estudio a 35 abogados litigantes que 

realizan casos penales. Asimismo, se empleó una técnica una encuesta y por 

instrumento un cuestionario compuesta por una escala de Likert. Teniendo por 

resultados de la investigación que, el 20% de encuestados señalan estar en 

desacuerdo con la actuación del fiscal ya que no actúa de acuerdo a ley, mientras 

que un 48% se muestran indiferentes, asimismo, un 37% señalan estar en 

desacuerdo con la actuación del fiscal ya que no conocen a detalle sus obligaciones 

y atribuciones, no obstante, un 26% señalan estar en desacuerdo con la actuación 

del fiscal ya que no toman en cuenta la legislación para sustentar sus dictámenes 

de manera correcta, mientras que un 31% se muestran indiferentes; mientras que, 

un 34% señalan que no tienen conocimiento sobre la sanción hacia algún fiscal por 

emitir dictámenes incorrectos. Por lo tanto, se llega a determinar que, que el delito 

de prevaricato está estipulado en nuestro código penal, sin embargo, ante la 

implementación del NCPP, debió actualizarse también el Código Penal, situación 

que deja en impunidad los actuares fiscales, por no estar estipulado sobre los 

requerimientos providencias y disposiciones que emite el fiscal. Concluyendo que, 

no se puede juzgar a un fiscal por el delito de prevaricato al no estar estipulado las 

funciones que realizan en la actualidad, y al no estar regulado queda en impunidad 

su actuación. 

 

 

Palabras clave: Responsabilidad del fiscal penal, prevaricato, nuevo código 

procesal penal. 
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Abstract 

 

The general objective of the investigation was to propose the modification of article 

418 of the Penal Code on the classification of the crime of prevarication, taking into 

account that the criminal prosecutor issues orders, provisions and required formula, 

having as a type of basic study, a quantitative and leaflet. Where the study 

population was 35 trial lawyers who carry out criminal cases. Likewise, a survey 

technique was used and by instrument a questionnaire composed of a Likert scale. 

Considering the results of the investigation that, 20% of respondents indicate they 

disagree with the prosecutor's actions since it does not act according to the law, 

while 48% are indifferent, also, 37% indicate they disagree with the performance of 

the prosecutor since they do not know in detail their obligations and attributions, 

however, 26% indicate they disagree with the performance of the prosecutor since 

they do not take into account the legislation to support their opinions correctly, while 

31 % are indifferent; while 34% indicate that they are not aware of the sanction 

against a prosecutor for issuing incorrect opinions. Therefore, it is determined that 

the crime of prevaricato is stipulated in our penal code, however, before the 

implementation of the NCPP, the Penal Code also had to be updated, a situation 

that leaves prosecutors in impunity, for not being stipulated on the requirements, 

provisions and provisions issued by the prosecutor. Concluding that, a prosecutor 

cannot be tried for the crime of prevaricate as the functions they currently perform 

are not stipulated, and since they are not regulated, their actions remain in impunity. 

Keywords: Responsibility of the criminal prosecutor, prevaricato, new code of 

criminal procedure. 
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I. INTRODUCCION 

1.1. Realidad problemática    

El delito de prevaricato está tipificado en nuestra regulación penal, la misma 

que tiene como finalidad que un juez o fiscal que incumpla sus funciones emitiendo 

una resolución arbitraria y contraria a la ley sea sancionado. 

Esta tipificación se encuentra tipificada desde el código penal de 1991, 

posteriormente esta figura no ha sido actualizada, a pesar que se implementó el 

código procesal penal, donde se especifica los procedimientos que realizan los 

fiscales y jueces en un proceso determinado. 

En la presente investigación propondremos modificar el delito de prevaricato 

a efectos de poder sancionar de manera eficaz el ejercicio jurisdiccional de fiscales. 

Por otro lado, para el Ex fiscal Ramos la modalidad más frecuente del delito 

de prevaricato está referidas a citar hechos falsos, es decir “hechos que no han 

sido materia de prueba en el expediente tanto civil como penal, también citar en 

algunos casos medios probatorios que no existen o conclusión de medios 

probatorios que tampoco han sido objeto de pronunciamiento”. Hechos que han 

sido utilizados para sustentar una investigación o acusación fiscal aun conociendo 

de su falsedad o inexistencia (Arana, 2014). 

De acuerdo con Bacigalupo (2014) el Código Penal Peruano de 1991, en el 

art. 418° busca sancionar a los fiscales que actúen de forma contraria a sus 

funcionas y fines que le fueron atribuidos por el cargo fiscal, de esa manera señala 

que “el Juez o el Fiscal que dicta resolución o emite dictamen, manifiestamente 

contrarios al texto expreso y claro de la ley, o cita pruebas inexistentes o hechos 

falsos, o se apoya en leyes supuestas o derogadas, será reprimido con pena 

privativa de libertad no menor de tres ni mayor de cinco años”. Entonces, de 
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acuerdo al Código Penal se sanciona a los fiscales que emiten dictámenes ilegales, 

tengamos en cuenta que, en el Perú se está implementando de manera progresiva 

el Decreto Legislativo 957°, referido al Nuevo Código Procesal Penal, que tiene 

como finalidad mejorar el proceso penal, para ello, la nueva normativa se ha 

encargado de decir cuál es la forma de actuación de cada sujeto y órgano 

jurisdiccional en una investigación o proceso penal. 

Así pues, según lo manifestado por Arana (2014) el Ministerio Público, a 

través de sus fiscales penales, actúa mediante disposiciones, requerimientos y 

conclusiones según lo regulado en el artículo 64° del Código Procesal Penal, que 

señala”. El Ministerio Público formulará sus Disposiciones, Requerimientos y 

Conclusiones en forma motivada y específica, de manera que basten a sí mismos, 

sin remitirse a las decisiones del juez, ni a Disposiciones o Requerimientos 

anteriores. Para Bacigalupo (2014) se procederá oralmente en la audiencia y en los 

deberes, y por escrito en los demás”3. En ese sentido, el artículo 122° inciso 1 

reconoce que “El Ministerio Publico, en el ámbito de su intervención en el proceso, 

dicta Disposiciones y Providencias, y formula Requerimientos”4. Siendo esta su 

forma de actuar en la actualidad. 

En conclusión, el artículo 418° del Código Procesal Penal deberá ser 

tipificado de la siguiente manera “El Juez o el Fiscal que dicta resolución o emite 

dictamen o formula requerimiento, manifiestamente contrario al texto expreso y 

claro de la ley, o cita pruebas inexistentes o hechos falsos, o se apoya en leyes 

supuestas o derogadas, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de 

tres ni mayor de cinco años”. Pues estando redactado como lo está, el fiscal penal 

estaría exento de responsabilidad penal cuando actué de manera contraria a la ley, 

debido a que en la actualidad éstos no emiten dictámenes. 
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1.2. Formulación del problema 

Ante ello, se formuló la pregunta del problema de investigación el cual fue 

¿Qué problemas dogmáticos tiene el delito de prevaricato para que sea modificado, 

teniendo en cuenta que en la actualidad el fiscal penal emite providencias, 

disposiciones y formula requerimientos? 

1.3. Justificación e importancia del estudio 

La investigación tiene por justificación práctica la realización de una 

propuesta de modificación del artículo 418 del código Penal, para fijar sanciones 

más drásticas para magistrados y fiscales; por otro lado, tiene por justificación 

metodológica ya que se usarán criterios de rigor científico, donde se considerarán 

diversas metodologías que explican el desarrollo oportuno según el tipo, diseño y 

utilización adecuada de los instrumentos de recolección de información oportuna 

que facilitarán responder a los objetivos de estudio; por último, se logra afirmar que 

la presente investigación tiene por justificación teórica ya que se estudiaran 

diversas fundamentaciones por autores que permiten conocer como el estado 

actual de las variables de estudio, como es el caso del delito de prevaricato. 

1.4. Hipótesis 

La regulación de la responsabilidad del fiscal penal frente al delito de 

prevaricato permite el buen uso del código procesal penal 

1.5. Objetivos 

1.5.1. Objetivo general 

Proponer la modificatoria del artículo 418 del Código Penal sobre la 

tipificación del delito   de prevaricato, teniendo en cuenta que el fiscal penal emite 

providencias, disposiciones y formula requerimientos. 
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1.5.2. Objetivos específicos 

a) Analizar el tipo penal de prevaricato desde sus distintas posiciones 

doctrinarias 

b) Evaluar los casos de la actuación del fiscal penal antes y después de 

la entrada en vigencia del nuevo código procesal penal 

c) Elaborar un plan de modificatoria del artículo 418 del Código Penal de 

1991, incorporando elementos normativos. 

II. MARCO TEÓRICO 

2.1 Antecedentes 

 

A nivel internacional, en España se encuentran regulados las diversas 

conductas tipificadas en el capítulo que el Código Penal dedicada a la prevaricación 

judicial, las mismas que tienen una serie de supuestos, sin embargo, se puede 

deducir que la modalidad activa del delito es cuando el magistrado dicta una 

resolución injusta, siendo un delito de mera actividad y de lesión al bien jurídico. 

Banquero (2016) afirma que la lesión del bien jurídico es como un concepto 

normativo, en el sentido de que no sólo se abarca la destrucción o daño de un 

objeto material sino también las ofensas inferidas a bienes jurídicos de tipo ideal, 

como la Administración de Justicia, que no tienen un sustrato material, y dado que 

la forma consumada del tipo de prevaricación activa supone una lesión del bien 

jurídico protegido, no podemos negar que estamos ante un delito de lesión. 

En Chile encontramos al autor Bulnes (2008), afirma en su investigación que 

el delito de prevaricato es aquel que se encuentra ligado al ejercicio de las funciones 

de los administradores de justicia, la misma que está tipificada en el Código Penal, 
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así como en el código orgánico de tribunales bajo el título de La Responsabilidad 

de los Jueces, su clasificando al delito de prevaricato como: 

• Prevaricación propiamente tal 

• Prevaricación – cohecho 

• Prevaricación – abuso 

• Prevaricación torcida administración de justicia 

En Ecuador el autor López (2014), en su tesis de investigación, concluye que 

el delito de prevaricato tiene énfasis en la falta maliciosa de los deberes impuestos 

por un cargo público, o en el desempeño de actividades investidas de autoridad 

judicial, gubernativa o administrativa, debiendo contener un acto arbitrario injusto 

manifiestamente empático, más la carga dolosa del hecho ya que se consiente en 

la acción injusta al violar en forma deliberada el texto de la norma. 

A nivel nacional, para la autora Vargas (2017) el fundamento de su represión 

del delito de prevaricato, reside en cautelar la correcta administración de justicia, 

con la finalidad de que el juez o fiscal ejerza las facultades con las que fue investido 

dentro de los límites que le imponen los deberes generales y específicos propios 

del ejercicio del cargo. De tal manera, el prevaricato se presenta como un delito 

especial de infracción del deber, por cuanto requiere una condición especial de 

autoría, es decir, que el sujeto activo sea un juez o fiscal, en cualquiera de sus 

niveles, sea titular o provisional. 

Pérez (2017) nos refiere que  el delito de prevaricato  ha estado presente 

desde las primeras culturas de la humanidad  y ha servido como un freno ante 

acciones de los magistrados que dicten resoluciones o emitan dictámenes 

contrarios al texto expreso y claro de la ley, citen pruebas inexistentes o hechos 

falsos, o se apoyen en leyes supuestas o derogadas, sancionando esta acción 
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dolosa, conforme al Código Penal vigente, con una pena privativa de libertad no 

menor de tres ni mayor de cinco años. 

Longa (2017), en su investigación concluye que existen autoridades que 

ejercen función jurisdiccional, quienes al emitir resoluciones jurídicas pueden 

cometer prevaricato y no son sancionados, debido al vacío de la norma. 

A nivel local, en Lambayeque Rojas (2021), en su investigación concluye que 

el delito de prevaricato está tipificado en el art. 418, donde el bien jurídico es el 

sujeto activo y pasivo, así mismo es un tipo penal de infracción del deber y que de 

acuerdo al Código Penal lo pueden cometer tanto jueces como fiscales en ejercicio 

de sus funciones, estos últimos sólo lo pueden comer, cuando emitan dictámenes 

ilegales.  

Fernández (2019) en su investigación concluyen que se ha determinado que 

el delito de prevaricato en el ejercicio jurisdiccional de los jueces, incide 

directamente en la sanción penal establecida en la Legislación Peruana, dicha 

sanción es mínima y no existen casos de penas efectivas por dicho delito. 

2.2. Bases teóricas 

 

Analizando la variable de responsabilidad del fiscal penal se estudió, 1.- 

Actuación de los fiscales penales conforme el código de procedimientos penales: 

Conforme a lo establecido en el art. 418° del Código Penal, los fiscales que 

realicen dictámenes contrarios a la ley serán sancionados con una pena privativa 

de la libertad no menor de 3 ni mayor de 5 años, esta sanción se ha señalado para 

castigar el actuar contrario a las leyes y normas que estén vigentes y actualizados. 

Como también ha sido establecida en la ley Orgánica del Ministerio Público 

donde se regula el actuar de los fiscales en el área penal, quienes emiten 

dictámenes, observando esto a través de la lectura que están en los artículos 

establecidos en el Decreto Legislativo 052° (2008), donde se tipifica lo referido al 
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cargo que ostentan los fiscales, englobando cualquier grado o especialidad que 

tenga. 

En los hechos referidos a atribuciones de los fiscales, supremos, en lo civil 

o contencioso administrativos, familia o penal que se establece entre los artículos 

84-86-inciso 1 numeral 89-96 inciso 2 numeral 91, específicamente a los fiscales 

que emiten dictámenes, por tal razón el poder legislativo ha regulado la sanción a 

los fiscales que se encuentren responsables, constituyéndose el delito de 

prevaricato el mismo que consiste en emitir dictámenes contrarios a la norma e 

ilegales. 

Es necesario ampliar este tipo de delito, porque si bien la figura del 

prevaricato en los fiscales busca sancionar a los fiscales que emitan dictámenes 

ilegales, también es cierto que con la emisión del Nuevo Código Procesal Penal los 

fiscales ya no emiten dictámenes, sino más bien disposiciones, con este vacío legal 

cabe preguntarnos si aun en el ministerio público se emiten dictámenes y quienes 

la realizan, porque esta figura que no se contempla en el Código Penal, dejando en 

la impunidad a los responsables que cometan este tipo de delitos.  

Analizando lo dicho aunamos sobre ¿Qué son dictámenes? El doctor Hugo 

quien cita a Salamanca nos refiere que emitir algún dictamen es igual que emitir 

una opinión, condescendiendo que se da a conocer algún criterio o posición sobre 

un determinado tema, donde corre traslado al órgano judicial, sustentando dicha 

opinión en leyes o normas, así como los hechos sucedidos, esto excluye la 

posibilidad de sustentan algún hecho irreal o pruebas que no existen en el proceso, 

así como sustentando su posición en suposiciones de normas o leyes derogadas. 

Para el doctor Rosas (2004) nos refiere que emitir un dictamen no es 

necesario que tenga alguna motivación porque la característica que resalta aquí es 

una sola opinión que se realiza en base al caso en concreto que tiene el fiscal a su 

cargo, sin importar la etapa que se encuentre. 

Así mismo el ex fiscal superior de Lima, el doctor Peña (2016) refiere que los 

dictámenes emitidos por los fiscales no son vinculantes en el poder judicial, sin 

embargo, se constituyen un precedente que determina de cierto modo la resolución 

judicial. Para que un dictamen cumpla con los requisitos de Ley y tenga efectos 

jurídicos deberá estar inmerso de una resolución o algún auto, puesto que por sí 

solo el dictamen no tiene ningún valor legal, esta idea con la que no estoy de 
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acuerdo, puesto que la realidad es otra y se tipificaría el delito cuando e Fiscal emita 

e dictamen contrario a Ley o ilegal para que se dé por configurado el prevaricato, 

puesto que es su obligación del Fiscal emitir el documento a Ley. 

Asimismo, Cubas (2016) nos refiere que un dictamen por sí solo no tiene 

valor y que solo se puede aplicar normativamente dentro de un modelo procesal 

mixto en la cual la dirección de un proceso se encuentra a cargo del Juez, es así 

que el poder público tiene la obligación material de un proceso, para Arana (2014) 

no es lógico atribuir la facultad al poder judicial como es recabar l información, y 

juzgar, seria parcializado hacer las dos funciones a la vez por esa razón en la 

actualidad tenemos una estructura procesal y un modelo acusatorio. 

   

De esa manera, según Peña (2016) aclara que no es el fiscal quien dirige 

materialmente una investigación puesto que pierde dicha obligación cuando el Juez 

Penal inicia el proceso judicial, de esta manera se limita la posición que determina 

la función del Fiscal ¿Qué significa esto? Es la posición del Fiscal de sustentar un 

dictamen ante órgano jurisdiccional teniendo, que realizar una exposición de su 

investigación tanto jurídica y factual, que está encaminada a tomar cierta postura 

con respecto al caso investigado. 

La Enciclopedia Jurídica (2014) prescribe que un dictamen o informe no tiene 

vinculación alguna, puesto que, a través de él, la institución comunitaria realiza sus 

conclusiones y expresan su posición dentro de algún determinado tema, desde este 

punto se puede decir que un fiscal en un proceso penal realiza una investigación 

para poder opinar y expresar un punto de vista realizándolo a través de los 

dictámenes que realiza. 

 

Así mismo, el Diccionario Jurídico del Poder Judicial del Perú (2007) 

establece que un dictamen es aquel que proviene del latín dictamen. Esta opinión 

se ha sustentado en lo dicho por un jurisconsulto con respecto a alguna posición 

de hecho o de derecho, la misma que es sometida en su parecer y como considere, 

mayormente estas opiniones lo realizan por escrito, lo que afirma la posición 

realizada con respecto a que un dictamen es aquella opinión que realiza el fiscal 

después de haber realizado cierta investigación.  
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El poder judicial ha definido a la palabra dictamen en el Diccionario Jurídico 

(2021), la misma que refiere de la siguiente forma: 

• Dictamen es la opinión sustentada que se emite por el fiscal penal 

• Acusar a una persona que ha cometido un delito 

• Luego de haber realizado el dictamen se emite el auto superior de 

enjuiciamiento 

• El dictamen en materia procesal penal es solamente la opinión del 

fiscal, que posteriormente estaría contenido en un auto de 

enjuiciamiento, obteniendo carácter de vinculante. 

 

 

Aunado a ello el Código de Procedimientos Penales de 1940 hace referencia 

al modo de actuar de los fiscales penales, quienes actúan emitiendo los dictámenes 

estos están tipificados en nuestro código procesal penal Art. 4°, 77°, 111°, 116°, 

162°, 163°, 165°, 166°, 167°, 191°, 198°, 203°, 228°, 342°, entre otros.  

 

De esta manera podemos decir que en necesario citar el artículo del Código 

procesal penal, siendo que al citar es el Art. 198°, que está referido sobre cuál sería 

el contenido del dictamen, siendo esta una mera opinión que se han obtenido por 

las diligencias. 

La emisión de los dictámenes penales si está vigente en algunos distritos 

judiciales donde se encuentra vigente el Código de Procedimientos Penales de 

1940, pero en los distritos judiciales donde se encuentra vigente el Nuevo Código 

Procesal Penal, donde se aplica el artículo 122.1 del Nuevo Código Procesal Penal 

el mismo que tipifica de qué manera realizara su actuación los fiscales, y estos son: 

Disposiciones, Providencias, así como emitir Requerimientos ante el juez penal. 

 

La figura de emitir los dictámenes se realizaba anteriormente, cambio que se 

incorporó a través del Nuevo Código Procesal Penal, donde se realiza otra 

tipificación con respecto a la actuación de los fiscales, esto es la figura de 

requerimientos fiscales, entonces al realizarse este cambio se incorpora aquí la 

nueva tipificación para la actuación Fiscal, entonces se genera una incertidumbre 

jurídica al haberse implementado el Nuevo Código procesal Penal en casi todas las 
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regiones Judiciales del Perú, siendo los primeros distritos Judiciales los siguientes: 

Amazonas, Ancash, Apurímac, Arequipa, Ayacucho, Cajamarca, Callao, Cañete, 

Cusco, Huancavelica, Huánuco, Huaura, etc. 

Esta información fue obtenida en el año 2017 y posteriormente en el año 

2021 hay un total de 34 distritos fiscales donde se ha incorporado el Nuevo Código 

Procesal Penal. 

Los distritos judiciales donde ha entrado en vigencia el Nuevo Código 

Procesal Penal ha suprimido al Código Antiguo de Procedimientos Penales, y la 

actuación de los representantes del Ministerio Publico ha sido cambiada, esto es 

ya no realizan los dictámenes sino más bien se implementa la nueva figura de 

disposiciones providencias y requerimientos. 

En el portal web del diario La Ley (2018) se publica que el distrito de Huaura 

fue el primer distrito judicial que se implementó el Nuevo Código Procesal Penal. 

Posteriormente se incorporaron en los demás distritos judiciales, donde los últimos 

fueron: Apurímac; Huancavelica; Ayacucho; Junín. 

Asimismo, según el Ministerio de Justicia (2017) se ha verificado que en 

otros distritos judiciales también se implementó el Nuevo Código Procesal Penal, 

esto es en la región Loreto, conforme se ha reportado en el portal del Ministerio de 

Justicia. El proceso de implementar este nuevo sistema judicial también se realizó 

en el distrito judicial de Sullana el miso que cuenta ya con este nuevo modelo 

procesal haciendo un total de veintiocho distritos donde se ha implementado el 

Decreto Legislativo 957°. 

Al implementarse el Nuevo Código Procesal Penal se alargan el tiempo el 

proceso de implementación pese a que se había paneado incorporar en el año 

2011, haciéndose muy difícil completar dicha meta a pesar que ya se había 

regulado Decreto Supremo N.º 013-2005-JUS de fecha 8 de octubre de 2005 el 

mismo que se aprobó para implementarse en los distritos judiciales el Nuevo 

Código Procesal Penal publicado en año 2004.  

Dicho Decreto Supremo en su articulado número 2°, menciona que:  

Se aprueba un calendario del estado para aplicar progresivamente el Nuevo 

Código Procesal Penal, para lo cual se crea una comisión especial para dicha 

implementación donde se estipula un cronograma actual:  

En el año 2006 se incorporará en el distrito judicial de Huaura y la Libertad.  
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En el año 2007 se incorporará en os siguientes distritos judiciales:  

Ayacucho, Callao, Cusco, Lambayeque y Ucayali.  

En el año 2008 se incorporar en los distritos judiciales correspondientes:  

Distritos judiciales de Amazonas, Arequipa, Cajamarca, Junín, Moquegua, 

Piura, Tacna y Tumbes.  

 

En el año 2009: Distritos judiciales de Ancash, Apurímac, Cañete, 

Huancavelica, Ica y Puno. 

En el año 2010 se implementó en los distritos judiciales de Lima norte, 

Huánuco-Pasco, Loreto, Madre de Dios, San Martín y Santa,  

 

En el año 2011 se implementó en los Distritos judiciales de Lima.  

Conforme al cronograma implementado por el Decreto Supremo N.º 013-

2005, debería haberse implementado a nivel nacional el nuevo código procesal 

penal, sin embargo, la realidad fue otra al haberse postergado muchas veces la 

entrada en vigencia de dicho código. Es así que la última modificatoria que tuvo el 

calendario oficial se realizó en el año 2016, donde se tuvo previsto incorporar el 

Nuevo Código Procesal Penal en el año 2018. 

 

De esta manera la resolución Nª 082 – 2016 CE/PJ modifico también el 

Calendario Oficial de Aplicación Progresiva del Código Procesal Penal, ratificando 

que se implementara dicho código en 3 etapas, una de ellas se realizó el Primero 

de Mayo del 2016, siendo implementado en el Distrito Judicial de Ventanilla, y en 

la actualidad se encuentra en vigencia el nuevo Código Procesal Penal, y la 

segunda etapa se implementó el 01 de Julio del año 2017 en el distrito judicial de 

Lima Sur y Lima. 

 

En la actualidad, se ha pasado a la implementación de la segunda fase de 

implementar el Código Procesal Penal, y solo en un distrito judicial se ha realizado 

dicha implementación esto es en el distrito Fiscal del Callao, conforme a lo 

establecido por Ministerio Público, que publica las noticias actuales, el ex fiscal 

Pedro Sánchez Valverde estuvo presente y oficializo la ceremonia que inauguraba 
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la implementación del Nuevo Código Procesal Penal, esta segunda implementación 

solo se realizó en el distrito fiscal del Callao. 

 

 Después de haber señalado las implementaciones, podemos ratificar que 

en el Estado Peruano ya se ha implementado en todos los distritos fiscales, esto es 

en los 34 distritos fiscales, en los 24 departamentos y la provincia constitucional del 

Callao, subdividiendo en algunos distritos judiciales por su gran extensión, 

completándose con la meta de incorporar el nuevo código procesal penal. 

Es así que el departamento de Lima ha incorporado a los 6 distritos 

judiciales, los que mismos que son: 

 

 Cañete, Huaura, Lima Este, Lima Norte, Lima Sur y Lima centro. 

 

Se había previsto que en el año 2020 se implementaría en su totalidad de 

los distritos judiciales, el nuevo código procesal penal, donde los fiscales 

adecuando su actuación conforme a dicho código, como es que los fiscales emiten 

disposiciones, providencias y requerimientos.  

De esta manera los fiscales tienen una actuación blindada por la misma 

norma, por no estar actualizada la regulación del art.418 ° del Código Penal, 

eximiendo alguna responsabilidad por no ser posible alguna sanción por el delito 

de prevaricato. 

Esta implementación ha sido realizada de manera periódica, es decir, 

implementada en un departamento o dos, conforme al presupuesto aprobado por 

el estado, teniendo en cuenta que la implementación se ha realizado teniendo en 

cuenta las circunstancias de cada departamento a la vez, en esta pandemia Covid-

19, se incorporó la mencionada norma, sin embargo, culminar la implementación 

de dicho código, generara un gasto e inversión del estado, dinero para invertir que 

no contamos. Faltando solo 2 distritos fiscales que deber ser implementados por 

este nuevo código Procesal Penal.  

Implementación del nuevo código procesal penal.  

Cuando se implementó el Nuevo Código Procesal Penal, fue incorporado y 

creado para cambiar el sistema penal peruano, que existía vigente desde el Código 
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de Procedimientos penales de 1940, es por eso que se realizaron otras formas de 

actuar por parte de los sujetos procesales, limitándose funciones en los órganos 

jurisdiccionales, señalando las obligaciones de cada órgano judicial y obligaciones 

específicas para los representantes del Ministerio Publico, otorgándole la dirección 

en la investigación de cada caso en concreto.  

El autor Campos, nos comenta que el nuevo sistema procesal penal, tiene 

como característica una división de funciones, que realizan el Ministerio Publico y 

la defensa de los acusados. 

Reforzándose el principio de imparcialidad judicial, siendo como obligación 

que los Juzgados de Investigación Preparatoria o Unipersonal, así como el Juzgado 

de Juzgamiento se encarga de resolver la causa judicial, sin minimizar la presencia 

de ambas partes. Se diferencia con el antiguo código porque anteriormente la 

función de los jueces de investigación preparatoria y juzgamiento verifica la 

legalidad y salvaguarda los derechos de las partes en el proceso, mas no tenían la 

función de investigación. 

Es así que el D.L N.º 957° otorgo  la dirección en la investigación  a la fiscalía, 

siendo los sujetos que se encargan de realizar la investigación os propios fiscales 

quienes derivan funciones a la Policía Nacional sin desligar su función de dirigir a 

investigación de esta manera deja como función a los Jueces de velar por los 

derechos y la legalidad de un proceso respetando el debido proceso así como los 

derechos de las personas que se investigan, pronunciándose sobre el fondo de un 

litigio en la etapa del juicio oral. 

Por esta razón cuando se expone los motivos que tiene el Decreto Legislativo 

957 refiere que el modelo acusatorio del proceso penal tiene como líneas rectoras 

la separación de las funciones de la investigación con la de juzgamiento; de esta 

manera el JUEZ NO PUEDE PRCEDER DE OFICIO, no se puede condenar a una 

persona distinta de la acusada ni tampoco por algún hecho distinto al que se imputa. 

Dejando la investigación al Ministerio Publico y requerimiento de acusación, 

limitando al juzgador a condenar conforme a lo acusado, aplicándose de esta 

manera el principio de congruencia, al estar en desacuerdo con la actuación fiscal, 

el juez podrá consultar al fiscal superior, mas no puede investigar o acusar el 

mismo. 
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Como nuevo avance que ha traído el NCPP es que cuenta con 3 etapas 

dentro de proceso las mismas que son: investigación preparatoria o preliminar, 

etapa intermedia y juzgamiento, cada etapa cuanta con ´plazos que deberán 

cumplirse de manera obligatoria conforme el Código Procesal Penal. Se diferencia 

del antiguo Código de Procedimientos Penales porque este tenía 2 etapas: La 

Instrucción y el Juicio las mismas que se realizaban en una sola instancia así mismo 

no existían plazos para cada etapa, haciendo que el proceso muchas veces tenga 

tiempo ilimitado. 

Con el Nuevo Código Procesal Penal existen plazos que deben respetarse y 

son de obligatoriedad, los mismos que están tipificados, de esta manera los plazos 

se computan en cada etapa que se encuentra el proceso sea en la investigación 

preparatoria, etapa intermedia y juzgamiento. 

En la investigación preparatoria existen un plazo de 120 días para que el 

fiscal realice su investigación, y estos se pueden extender por 60 días más, siendo 

justificadas conforme al artículo 342° del Código Procesal Penal. 

La etapa intermedia tiene un plazo inicial de 15 días para que el fiscal pueda 

decidir si sobresee o acusa algún requerimiento, conforme al número de los 

imputados que estén en la investigación, se establece 344° del CPP. 

El juzgamiento se realiza con el auto de citación al juicio a ambas partes, 

realizándose en una misma audiencia o audiencia sucesiva, esto dependerá de 

cada caso complejo se establece en el artículo 355° del Nuevo Código Procesal 

Penal. 

Como otro avance que ha traído la implementación del NCPP, es que el fiscal 

tiene el poder de decidir sobre cierta causa evitando sobre cargar a los órganos 

jurisdiccionales. 

Conforme a lo dicho por Vélez nuestro Nuevo Código ha regulado los 

procedimientos específicos como por ejemplo el principio de oportunidad tipificado 

en el artículo 2° el juzgamiento del acusado que se confiesa artículo 372°, los 

procesos inmediatos artículo 446°, el proceso de terminación anticipada artículo 

468° y los de colaboración eficaz artículo 472°.  

Se resalta que el principio de oportunidad se encontraba también tipificado 

en el Código de Procedimiento Penal, pero no se asumía el sistema acusatorio 

garantista no teniendo la misa aplicación que en la actualidad. 
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Como bien sabemos se aplica oportunamente e principio de oportunidad con 

la finalidad de descongestionar la carga procesal, facultando a los fiscales de no 

ejercer el proceso penal cuando concurra alguna de las dos condiciones para no 

poder presentar alguna acusación fiscal, estas condiciones son: la falta de 

necesidad de aplicar la pena y la falta de merecer la pena. 

 

Actuación del fiscal ante la implementación del nuevo código procesal 

penal.  

 

Se tiene conocimiento que es el Ministerio Publico quien tiene a su cargo 

toda la acción penal y se ha especializado a los fiscales por cada rama del derecho 

por esta razón en la actualidad encontramos fiscalías de Familia ¿, Civiles, 

Ambientales, Penales entre otras, en esa investigación nos enfocamos a la función 

que tiene el fiscal penal conforme al NCPP, el mismo que entro en vigencia en el 

año 2004 y se ha implementado en todo los distritos judiciales y territorio nacional, 

siendo muy pocas las fiscalía que no implementa el Código Procesal Penal de 

manera total. En el párrafo anterior se ha dicho que los fiscales son los encargados 

de la acción penal y esta se da inicio a través de la denuncia de la persona 

agraviada o de oficio, según cada caso en concreto. El fiscal realiza la investigación 

de manera personal o por intermedio de la Policía Nacional, el mismo que también 

puede acusar o no, puede aplicar el principio de oportunidad y de esa manera 

concluir un caso en la instancia fiscal siempre y cuando tenga los requisitos del 

NCPP.  

 

El Dr.  Rosas nos refiere que el ministerio público en el ámbito de su 

investigación en el proceso penal dicta providencias, disposiciones, así como 

realiza requerimientos, siendo esas las formas como actúa el fiscal en la 

investigación de un determinado caso. 

Los fiscales penales ya no realizan dictámenes como está establecido en el 

antiguo código de Procedimientos Penales de 1940, siendo que ahora lo realiza 

mediante disposiciones, requerimientos y providencias tipificado en el artículo 122° 

del Código Procesal Penal del 2004, el cual en nuestro distrito judicial de 

Lambayeque tiene vigencia en el año 2009.  
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Es así que la forma de actuar del fiscal está tipificado y regulado en la sección 

Cuarta de NCPP denominada ROLES DEL MINISTERIO PUBLICO y demás 

sujetos procesales, es en el título I Capítulo I, dichos artículos nos mencionan de 

forma total el actuar del fiscal. Es de allí que se concluye que las funciones y 

obligaciones de los fiscales es iniciar la acción penal publica independientemente 

de los criterios; conducen a la investigación dese que se inicia, sea por su cuenta 

o ante la Policía Nacional, subrogando la conducta que realiza dentro de la 

Constitución y las leyes. 

 

Los representantes del ministerio público actúan y adecuan sus 

comportamientos dentro de la objetividad señalado por la norma, conduciendo 

investigación preparatoria y realizando los demás actos de investigación, 

interviniendo en el desarrollo de un caso en concreto, obligándose a dejar la 

investigación si existe alguna causal señalado en el NCPP al art. 53 y siguientes 

referido a la Inhibición y recusación. Como también los supuestos que se aplican 

las figuras sobre recusación e inhibición que realiza el fiscal, dicho trámite se realiza 

en un proceso donde se remplaza al fiscal inhibido. 

Es el fiscal superior quien excluye al fiscal remplazándolo por otro fiscal, 

conforme al art. 62 del NCPP que se refiere la figura de Exclusión fiscal, así como 

el juez encargado admitirá al nuevo fiscal que se le designe el caso. Es así que no 

existirá alguna duda sobre la actuación de fiscal, demostrando que este actúa con 

total imparcialidad y seguridad jurídica.  

 

El NCPP en su art 64° refiere sobre las disposiciones, requerimientos y la 

conclusión que hace el fiscal en su investigación, redactándose de la siguiente 

forma: 

1. El ministerio publico formula las disposiciones, requerimientos y 

conclusiones motivando y especificando los actos acusados, de esta 

manera se bastarán por si solas, sin necesidad de volver a remitir al juez. 

2. Se procede de manera oral en la respectiva audiencia, así como en los 

debates que se realicen, y se interpondrán de manera escrita en otros 

casos. De esta manera se analiza el art. 64 observando que es el 
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ministerio publico quien ha delegado las funciones a los fiscales, siendo 

los mismos fiscales quienes realizan la acción penal publica conforme a 

los instrumentos procesales que se dictan, así mismo por el fundamento 

que tienen. 

 

De esa manera los actos procesales que se emiten por el fiscal pena, tienen 

que estar motivados y sustentados con las normas actualizadas y con los hechos 

verdaderos, de esa manera generara convicción en el órgano judicial para analizar 

lo que se emite por el fiscal, dicha fundamentación jurídica que hace el fiscal se 

obtiene por la certeza de la investigación sobre cómo sucedieron los hechos, 

dependiendo de cada acción procesal. 

 

El accionar de los representantes del ministerio público realizado por 

disposiciones, conclusiones y formulación de requerimientos, conforme al art. 64 

del Nuevo Código Procesal Penal, se realizará tomando en cuenta todos los hechos 

sucedidos, las normas vigentes y establecidas en el ordenamiento jurídico, al 

momento de cometer el delito,   

 

Ya lo estableció el art. 64 del NCPP donde se establece que el requerimiento 

acusatorio se realizara tomando en cuenta todos los hechos sucedidos, las normas 

y leyes de nuestro ordenamiento las mismas que deberán ser vigentes cuando se 

cometió del delito, no se trata de una opinión vaga e insuficiente sino más bien 

sobre lo que está probado y motivado conforme a la investigación realizada, siendo 

la motivación el requisito para cualquier actuación realizada por el ministerio 

público.  

El art.122 del Código Procesal Penal, se ha denominado por el poder 

legislativo como Actuación del Ministerio Publico, donde en el inciso 1 nos relata 

que es el fiscal quien al intervenir realiza las Disposiciones y Providencias, y formula 

Requerimientos”. 

Se entiende que esas maneras de pronunciamiento, que realiza el ministerio 

público es la única forma de actuar del fiscal.  Realizando dicha afirmación es 

porque está establecido en el cuerpo normativo del D.L 957 donde se establece la 
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forma de actuar fiscal, sucediendo lo mismo en la Ley Orgánica de Ministerio 

Publico. 

Aunado a ello el autor Rosas nos refiere que el modelo implementado por el 

Código Procesal penal, modifica de manera total la organización, funciones, y 

estructura en el sistema penal, atribuyendo de esa forma nuevas funciones y 

obligaciones a los fiscales, las mismas que anteriormente no estaban 

contempladas.  

 

El delito de prevaricato del Código Penal de 1924, tipifica el delito de 

prevaricato en su articulado 334 a 357 donde anteriormente se establecía que “el 

juez que dictará resoluciones manifiestamente contrarias al texto expreso y claro 

de la ley o que citará resoluciones o hechos falsos o que se apoyare en leyes 

supuestas o derogadas, será reprimido con multa de la renta de treinta a noventa 

días e inhabilitación absoluta perpetua” 

Posteriormente dicho artículo se modificó por el D. Leg. N° 121, emitido con 

fecha 12 de junio del año mil novecientos ochenta y uno, donde se incluye al fiscal 

como autor de este delito en los casos donde se emitan dictámenes contrarios a la 

ley o hechos falsos apoyados en normatividad derogada.  

 

Esta situación se ha producido en los funcionarios y servidores públicos, los 

mismos que serán sancionados con la misma pena si cometieran alguna conducta 

típica en los procesos administrativos, así tenemos_ 

Conforme al código Penal de 1991: 

Se establece que mediante el decreto Legislativo N°635, emitido con fecha ocho de 

abril de mil novecientos noventa y uno, donde se aprueba el código penal actual, 

tipificando al delito de prevaricato en el Cap. III Sección II, por los delitos cometidos 

por los funcionarios de la administración pública, Art. 418,419, 420,421. 

Esta tendencia del poder legislativo se hereda desde hace muchos años atrás, 

donde se tipifica y describe el Código Civil de 1991, el mismo que se hace punible 

a las conductas realizadas por el juez o fiscal, los mismos que emiten dictámenes 

o resoluciones contrarios a la ley,  apoyándose en las nomas derogadas o 

inexistente, así como cuando ordena alguna detención maliciosa de alguna 
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persona, así mismo cuando el magistrado haya patrocinado como abogado 

anteriormente, sancionando al abogado que ejerce el derecho de defensa de la 

parte contraria a quien estaba asesorando. 

Tipificar las conductas que son reprochables para los fiscales es de gran 

importancia, porque en el derecho penal se sanciona a las personas por algún 

actuar contrario a la norma, esta conducta típicamente regulada en el código penal 

se incorpora por la necesidad de poner un alto y límites del poder arbitrario en los 

órganos públicos, colocando los derechos y las libertades como una barrera a las 

actividades de funcionarios públicos. 

Por lo tanto, los límites que tienen los fiscales, son el estricto cumplimiento 

de los derechos y libertades de las personas investigadas o procesadas, porque no 

es justificación decir que se busca la verdad para vulnerar algún derecho, o alguna 

norma que no existe, así como tampoco puede argumentar pruebas o hechos que 

no se han realizado. 

Cuando el fiscal y el órgano judicial, actúan contraviniendo alguna norma, se 

puede subsumir la conducta en el delito de prevaricato, el mismo que está regulado 

en nuestro código penal de 1911, imponiendo una pena privativa de 3 a 5 años de 

cárcel. 

Tomándose en cuenta el análisis de la norma establecida en el art. 418 del 

Código penal se observa que dicho tipo penal se concluye que el texto normativo 

es tácito al expresar que el magistrado o fiscal que dicta resolución o emiten algún 

dictamen contrario a la ley, o citan pruebas que no existen o algún hecho falso, 

serán castigados con la pena privativa de libertad, siendo la última modificatoria la 

realizada en el año 2005.  

El tipo penal del delito de prevaricato incluye a las conductas que tienen 

alguna afectación a los derechos de las personas, y deben ser protegidas por el 

estado, el delito de prevaricato afecta también a la administración de justicia, el 

mismo que deberá ser regulado para que sancione a los funcionarios que violenten 

los derechos contra la administración de justicia. 

La conducta que se realice posterior a la publicación de una norma en el 

diario oficial El Peruano que prohíba y sancione un determinado hecho, se hará 

efectiva posterior a dicha publicación, de esa manera el estado impone el deber de 

respetar a la norma publicada, en este caso el delito de prevaricato, se puede 
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sancionar al estar publicada y tipificada en nuestro código penal, siendo los 

principios que rigen la actuación judicial la legalidad y publicidad. 

 

 Sabiendo sobre lo que es este concepto, se recurre a la doctrina donde se 

ha establecido el delito de prevaricato.  Esa opinión es emitida por el Dr. Delgado, 

el mismo que refiere que el delito de prevaricato es considerado como el crimen de 

la majestad del imperio del estado, el que representa la ofensa al respeto de la 

autoridad pública, ya que el fiscal no solo sería desleal al cargo que ostenta, sino 

también faltaría a su obligación de buscar la justicia, vulnerando el respeto a su 

propia función como parte procesal.  

Se podría decir que al incurrir en este delito seria desleal con el estado, así 

como también como a la función encomendada de fiscal para iniciar una 

investigación basada en la verdad material, decidiendo si continua con la 

investigación, acusa o sóbrese un caso. 

En nuestra norma sustantiva el delito de prevaricato se comete cuando un 

fiscal emite algún dictamen que contiene una resolución, así lo afirmo el Dr. Peña, 

quien nos indica que: 

Podría ser una conducta omisiva, llamado también como acto resolutivo al 

retardar a la justicia, en este caso se fundamentaría en aplicar perversamente y 

abusando del derecho que le produce la retorsión en el ordenamiento jurídico, 

abusando de su función, bastara su simple emisión para configurar este delito.  

El Dr. Delgado-Zumbel refiere que existen muchos doctrinarios que 

comentan sobre el delito de prevaricato, sin embargo, se analiza las 

pronunciaciones más importantes de los autores, Reátegui Sánchez, Peña 

Cabrera, Franco Aparicio, Suárez & Rodríguez, etc. 

El Dr. Reátegui nos refiere que el delito de prevaricato se configura ante la 

falta dolosamente de la obligación de sustentar algo bajo el cargo que ocupa, 

violentando el juramento realizado, la palabra y la fe.  

De esa manera, se sabrá que un fiscal cometerá el delito de prevaricato por 

propia voluntad y dolo, al tener conocimientos de las normas que está infringiendo 

y vulnerando. 

El fiscal, siendo un conocedor del derecho al momento de ostentar un cargo, 

tiene pleno conocimiento del delito que puede cometer al tener obligaciones y 
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deberes al momento de ejercer la función jurisdiccional, de esa manera al asumir 

un cargo significa que conoce las normas y legislación que utilizará al momento de 

emitir algún pronunciamiento, así mismo decidirá actuar de manera voluntaria 

estando informado sobre las consecuencias que traerá su conducta al emitir algún 

requerimiento contrario a la ley, configurando el delito de prevaricato al hacer más 

de lo que la ley le permite. 

El Dr. Peña, refiriéndose al delito de prevaricado alude y aborda un 

comportamiento que desprestigia el nombre de la institución y la propia función 

como fiscal, de esa manera se debilita la confianza de la sociedad hacia las 

personas que representan el sistema jurídico en su totalidad, aunado a ello la gran 

mayoría de las personas y población en general desconfía de las labores que 

realizan los magistrados. Es así que el Dr. Peña concluye que el delito de 

prevaricato esta facilitado en nuestro código penal y fácilmente se puede imputar al 

fiscal que incumple sus funciones, desprestigiando a la institución y generando 

desconfianza en la sociedad. 

El autor Peña en otro comentario también nos dice que Prevaricar es aquella 

finalidad de ofender a una obligación para lo cual está asignado. Se contempla así 

que esta conducta se subsumirá al quebrantar algún deber que se el impuesto y al 

cargo que ostenta la autoridad. 

 

En esta línea de ideas del Dr. Peña, el Dr. Franco nos dice que se constituye 

un delito de prevaricato ante la conducta ilícita penal que es contraria a la 

administración de la justicia, afectando primordialmente a la misma, es esencial que 

la persona tenga a su cargo el ejercicio de la función pública. El fiscal cuando ejerce 

alguna función pública, representa al propio estado quien a través de la delegación 

de poderes elige sus representantes ante la sociedad, de esa manera al actuar de 

forma contraria a la ley, provoca un quebranto a la misma imagen del estado. 

 

Los autores Suárez, Rodríguez, Judel y Piñol, nos afirma que la naturaleza 

del delito es la actuación perversa y de forma abusiva del propio derecho, 

produciéndose un enroscamiento del ordenamiento jurídico, y hecho abusivo de la 

propia función jurisdiccional. La tipificación que se realiza a este delito es con la 

finalidad de evitar que el propio fiscal haga uso de las facultades que la ley le otorga, 
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cuando este ejerza la función jurisdiccional, excediéndose y abusando de sus 

facultades.  

Se puede decir entonces que el delito de prevaricato se comete por los 

fiscales penales cuando ellos emitan algún dictamen que ponga en manifiesto algún 

acto contrario a la ley expresa, o cuando cite alguna prueba que no existe o algún 

hecho que no se ha cometido, así mismo se apoye en alguna supuesta norma o 

que la misma este derogada, esta actuación se tomara como dolosa y con propia 

voluntad quebrante y violente el sistema penal, así como genere la desconfianza 

de la sociedad. 

 

Sujetos del delito de prevaricato: El sujeto Activo y el sujeto pasivo en el 

delito de prevaricato son los que se consideran por la doctrina como intervinientes 

del mismo.  

El Dr. Peña Cabera nos manifiesta que el delito de prevaricato es aquel que 

está constituido por un delito específico, siendo el elemento objetivo la calidad 

funcional del autor del delito, podría ser juez o fiscal, siendo el delito de vulneración 

al deber u obligación de la autoridad penal, teniendo esa cualidad el sujeto activo 

no solo bastará que sustente cualquier cualidad, sino que deberá ser relacionado a 

la institución que representa y desempeña un cargo.  

El mismo autor aclara que la imputación que se realiza en cuanto al delito, 

es por la cualidad y elemento que define la tipificación de manera objetiva, en el 

presente caso, en el art.  418 de nuestro código penal, se refiere a la calidad de la 

persona y no con algún otro sujeto, puesto que alguna naturaleza accesoria que 

dependa de algún cómplice, no será meritada dentro de este delito.  

Es así que se analiza a los sujetos que intervienen en el delito de prevaricato, 

y conforme a lo mencionado cabe recordar que tipo de sujeto son los que 

intervienen en este delito. 

1) Sujeto activo: 

Es el Juez o Fiscal, y conforme al código penal en el art. 418 se tipifica que 

ambos sujetos son los pasibles para cometer el delito de prevaricato. Los 

funcionarios públicos que incurran en este delito dentro de la administración pública 

desempeñan entonces una función esencial y primordial en la sociedad. Tutelar los 

derechos de todas las personas para tener un consenso democrático en el derecho, 
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se debe a la obligación de tratar con cautela y cuidado su labor. El texto legislativo 

toma en consideración a la conducta desplegada la misma que sería ilegal al 

señalarse en la propia norma su ilegalidad, contraviniendo a la ley o hechos falsos. 

 

Dicho esto, el mismo autor nos menciona que solo podrá imputarse este 

delito a la persona que se haya atribuido la obligación de impartir justicia emitida 

por nuestra constitución, siendo este funcionario del estado quien se reviste de la 

obligación de fiscal, conforme al art. 138 y 158 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 

y La Ley Orgánica del Ministerio público. Es aquí donde surge la capacidad de 

cometer el delito bajo el cargo de funcionario público, siendo un órgano judicial o 

procesal. 

Según el Dr. Chapman cuando hablamos de prevaricato se refiere al tipo 

penal  propio, siendo el sujeto procesal el fiscal y el órgano judicial el juez, quienes 

al desempeñar el cargo de juez  o fiscal incurren en el delito de prevaricato al 

quebrantar cualquiera de sus tipos, dañando la moral del profesional en la 

administración de justicia atentando contra la norma y el deber encomendado, , 

para lo cual se obliga a realizar su actuación conforme a la justicia, siendo el delito 

justificado en el deber en administrar la justicia como funcionario público. 

Se enfatiza entonces que cualquiera de los sujetos sea juez o fiscal, que 

cometan el ilícito penal tendrá que encontrarse dentro del ejercicio en sus 

atribuciones que se le confiere por la propia constitución política, y las leyes 

sustantivas, de no acreditarse el cargo que ostenta no se podrá aplicar el delito, sin 

embargo, se le podrá imputar otro tipo penal como el delito de usurpación de 

funciones.  

Tanto en la doctrina y jurisprudencia se han presentado distintas 

problemáticas, con respecto al momento de calificar el actuar de un magistrado u 

arbitro quienes ejerciendo sus funciones han violentado el dispositivo legal, citando 

hechos falsos pruebas inexistentes. 

El arbitraje es también una figura legal que varía de la jurisdicción 

establecido en el Art. 139 de la Constitución Política, donde se establece que la 

función que realizan los árbitros deberán estar conforme a ley y a la administración 

de justicia, sin embargo, esto no es suficiente para poder imputar el delito de 

prevaricato porque dicho tipo penal solo refiere al fiscal o juez, mas no a los árbitros. 
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Entonces el sujeto activo del delito, sería el fiscal quien al emitir dictamen 

que sea contrario a la ley o al citar alguna prueba que no existe o leyes supuestas 

o derogadas conforme al art. 418 del C.P.  el mismo Dr. Chapman nos refiere que 

el sujeto activo en el prevaricato serán los jueces o fiscales, ya que ellos son los 

únicos estipulados en la norma, reuniendo las cualidades por el ejercicio de las 

funciones. 

Los magistrados del Tribunal Constitucional, tienen a su cargo resolver la 

gran problemática con respecto a la inclusión de los árbitros en el delito de 

prevaricato, ya que los mismos tienen como función interpretar y aplicar la norma 

vigente, creando precedentes en su interpretación que realizan, irradiando a todos 

los órganos de administración de justicia, incluyendo de esa manera al árbitro 

dentro de este delito.  

 

 Sujeto pasivo: Sobre el sujeto pasivo no existe discusión, sino más bien 

siempre en este delito se considera al estado como el titular del bien protegido, 

pese a que esta conducta pueda afectar a una tercera persona, que hayan 

solicitado la tutela jurisdiccional ante la vulneración del delito de prevaricato.  

Nuestro C.P.P, en el art. 94.1, se señala que el agraviado será la persona 

que este directamente afectado por la consecuencia del delito. 

Al tratarse de algún incapaz, persona jurídica o el estado, se representará 

conforme a lo ordenado por la ley. Por esa forma no solo se considerará al estado 

como entidad agraviada, sino más bien este será representado por el procurador 

del estado para poder ejercer el derecho de defensa.  

 Con relación al sujeto pasivo, también señalamos que la persona afectada 

por la actuación ilegitima del fiscal es el propio estado, conforme a lo refiere el autor 

Reátegui, el mismo considera que el sujeto pasivo en el delito de prevaricato es el 

propio estado, quien como titular de la acción representara el derecho de las 

personas y sociedad.  

Cisneros & Genaro refieren que el agraviado será todo aquel que se 

considere afectado por el delito o consecuencia del delito. Al tratarse de las 

personas incapaces se podrá representar conforme al código civil, conforme 

corresponda.   
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III. METODOLOGÍA 

 

3.1 Tipo y diseño de investigación 

El tipo de la investigación es básica, donde según Hernández, Fernández y 

Baptista (2014), esto quiere decir que a través de una fundamentación teórica se 

logrará reconocer cómo está compuesta las variables de estudio, para su posterior 

análisis. También es descriptiva, porque se detallará el comportamiento actual que 

tienen las variables de estudio, es decir se explicará cómo interactúa en su estado 

natural, con la finalidad de conocer la situación real. 

 

El diseño determinado es No experimental, esto porque según Hernández, 

Fernández y Baptista (2014) afirma que se realiza un estudio y levantamiento de la 

información, sin generar cambio en su comportamiento real; es decir, el 

investigador no intervendrá para alterar la situación actual de las variables. Y es 

transversal, porque se recopilará la información por única vez al inicio de la 

investigación. 

 

3.2 Categorías, Subcategorías y matriz de categorización apriorística 

 Definición conceptual 

 

Variable 1:  Responsabilidad del fiscal penal: Según la Ley Orgánica del 

Ministerio Público la forma de actuación de los fiscales penales es a través 

de la emisión de dictámenes, eso se puede observar dando lectura a 

diversos artículos que se encuentran en el Decreto Legislativo 052° 
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Variable 2: Delito de prevaricato según el nuevo código procesal penal:   Se 

manifiesta cuando el fiscal o juez, como órgano jurisdiccional, actuará de 

manera incorrecta, estaría subsumiendo su conducta en el tipo penal de 

prevaricato, que se encuentra regulado en el Código Penal Peruano de 1991. 

Entonces, tendría que ser sancionado con la consecuencia jurídica del 

artículo 418, esto es, con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor 

de cinco años. 
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Tabla 1 
Operacionalización de la variable independiente 

VARIABLES 
Definición conceptual Definición 

Operacional DIMENSIÓN INDICADOR 
ESCALA 
DE 
MEDICIÓN 

TÉCNICA E 
INSTRUMEN
TO 

Variable: 
Responsabilida
d del fiscal 
penal   

Según la Ley Orgánica 

del Ministerio Público la 

forma de actuación de 

los fiscales penales es a 

través de la emisión de 

dictámenes, eso se 

puede observar dando 

lectura a diversos 

artículos que se 

encuentran en el 

Se debe precisar 

además, que la 

emisión de 

dictámenes por parte 

de los fiscales 

penales si se viene 

utilizando 

actualmente en 

nuestro 

ordenamiento 

jurídico, sólo en los 

Actuación 

conforme el 

código de 

procedimientos 

penales 

-Órgano jurisdiccional.  

-Resolución jurisdiccional 

-Dictamen 

-Procedimientos penales 

-Sistema procesal penal 

-Etapa preparatoria, 

intermedia y juzgamiento. 

-Acción penal pública 

Nominal 
Análisis 
documentario 

Implementación 

del nuevo 

código procesal 

penal 

Actuación del 

fiscal ante el 
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Decreto Legislativo 

052° 

distritos fiscales 

donde se encuentra 

vigente El Código De 

Procedimientos 

Penales de 1940 

nuevo código 

procesal penal 

-Disposiciones 

-Requerimientos 

-Providencias 

 

 

Variable: Delito 
de prevaricato 
según el nuevo 
código procesal 
penal 

Si el fiscal o juez, como 

órgano jurisdiccional, 

actuará de manera 

incorrecta, estaría 

subsumiendo su 

conducta en el tipo 

penal de prevaricato, 

que se encuentra 

regulado en el Código 

Penal Peruano de 1991. 

La tipificación del 

delito de prevaricato 

obedece a una 

necesidad esencial 

de poner límites al 

poder arbitrario de 

los órganos públicos, 

de colocar los 

derechos y libertades 

fundamentales como 

Art. 418  
-Resolución 
-Dictamen 
-Normas 
-Principios 

Nominal 
Análisis 
documentario 

 
 

Sujeto activo -Fiscal 
-Juez 

 

-El estado 
Sujeto pasivo 
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Entonces, tendría que 

ser sancionado con la 

consecuencia jurídica 

del artículo 418, esto es, 

con pena privativa de 

libertad no menor de 

tres ni mayor de cinco 

años. 

un vallar 

inexpugnable ante 

toda actividad 

pública. 

Fuente: elaboración propia 



 

 

3.3 Escenario de estudio 

En el ámbito geográfico, la presente investigación se desarrollará la presente 

investigación en el distrito de Chiclayo, por tanto, se dice que la población de 

estudio está integrada por 35 abogados litigantes que realizan casos penales, 

debido que son ellos los que conocer la situación actual sobre las variables de 

estudio. Y cinco casos para evaluar el comportamiento actual que se está llevando 

las variables de estudio. 

El criterio de inclusión que se utilizó es por rango de edad, siendo 

considerados a los abogados litigantes entre el rango de 30 a 60 años; asimismo, 

se consideró el criterio de demográfico, serán considerados los que son 

pertenecientes al distrito de Chiclayo. 

El criterio de exclusión es por la edad, es decir aquellos que no cumplen con 

la edad seleccionada; así como aquellos que se encuentren laborando dentro del 

distrito de Chiclayo. 

3.4 Participantes 

La muestra, según Hurtado (2014) señala que es un conjunto de personas 

con una característica en común; es por ello, se consideró tener una muestra censal 

esto se refiere que la muestra seleccionada es la misma que la población de estudio 

siendo los mismo 35 abogados litigantes los sujetos de estudio. Y cinco casos para 

evaluar el comportamiento actual que se está llevando las variables de estudio. 

Asimismo, el muestreo que se utilizó fue no probabilístico, por el criterio 

intencional; esto quiere decir que no se empleó una fórmula para la selección, sino 

que se realizó por decisión del investigador.  



 

 

3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 

La técnica, es el medio que emplea el investigador para poder recopilar la 

información de manera más confiable y directa; la cual se determinó emplear el 

análisis documentario y encuesta debido que permitirá responder a los objetivos de 

la investigación.  (Hurtado, 2014, p.446). 

También se definió que el instrumento empleado es la ficha de análisis 

documentario y cuestionario debido que es el medio por el cual el investigador 

permitirá recolectar información alienada a los objetivos de la investigación, la cual 

está compuesta por preguntas cerradas y tiene por escala de medición la de Likert, 

siendo una herramienta que facilita la interpretación y estimación para determinar 

el estado real de las dos variables (Bernal, 2010, p.145). 

3.6.  Procedimientos de recolección de datos e informaciones 

El procedimiento para poder realizar una adecuada recopilación de la 

información, se comienza con el diseño de cada uno de los dos instrumentos que 

facilitará conocer el estado ambas variables y sobre todo alinearlos a cada 

dimensión propuesta. Donde, una vez elaborados los cuestionarios se procede a la 

realización de un juicio de expertos en la que se determinará si estos están 

adecuados y alineados a la investigación. Seguidamente, se procede a solicitar el 

debido permiso a cada uno de las personas intervinientes en la investigación, 

siendo estos los mismos de la muestra para determinar su consentimiento y facilitar 

el recojo de la información.  

 



 

 

3.7.  Técnicas de procesamiento y análisis de datos 

Materiales 

Como material de recopilación de información se utilizaron un 

cuestionario y una guía de entrevista, por la cual se recopilo información para 

luego ser analizada y procesada a fin de describir la problemática actual. 

Técnicas 

Como técnicas se utilizarán la encuesta dirigida a la población de 

estudio, la cual es relevante a fin de recopilar datos, asimismo, se utilizará la 

técnica de entrevista para detallar y evaluar los casos de la actuación del 

fiscal penal antes y después de la entrada en vigencia del nuevo código 

procesal penal. 

3.8.  Rigor científico 

Se emplearon los siguientes criterios éticos: 

Criterio de confiabilidad es importante para identificar si la información 

fue recopilada de manera adecuada, es decir reconocer si se obtiene datos 

obtenidos son consistentes y permitirán responder a los objetivos de la 

investigación. 

Criterio de respeto, donde se empleará al momento de aplicar cada 

uno de la técnica e instrumentos seleccionados, realizando un trato 

adecuado y digno a los 35 abogados litigantes; sin alguna distinción por el 

cargo que ocupen, es decir sin vulnerar la dignidad de las personas, 



 

 

ayudando a conocer la percepción y comportamiento sobre la variable de 

estudio. 

Criterio de veracidad, esto se debe porque se expone información 

obtenida sin alterar la situación actual sobre las variables de estudio, y otras 

de las acciones empleadas es citar a cada uno de los autores empleados 

para incrementar la veracidad de los aportes teóricos que se registra en la 

investigación (Hernández, Fernández y Baptista, 2014, p.244). 

3.9.  Aspectos éticos:  

Se reconoce que entre los principales criterios éticos de Belmont 

Fuente especificada no válida. empleados, donde se desarrolló en base a 

tres principios básicos para un desarrollo oportuno como se percibe a 

continuación: 

Beneficencia  

En el presente principio tiene como propósito que la realización y 

resultados de la investigación, servirán como base para futuras 

investigaciones y para el planteamiento de una propuesta que evite la 

vulneración del artículo 22. 

Justicia  

Se logra señalar que en el presente principio de justicia de acuerdo a 

lo que explica el informe analizado, se afirma que el investigador buscar 

tratar a todas las personas con equidad; es decir en el presente estudio se 

tratará de manera igualitaria a todos los sujetos encuestados, por igual sin 



 

 

distinción alguna debido que se realizará un trato justo, sin vulnerar las 

respuestas de su participación o alterando el comportamiento actual de las 

variables de estudio para poder brindar una información adecuada. 

 

IV.  RESULTADOS 

4.1. Tablas y gráficos 

Tabla 2 

¿Usted considera que la actuación de los fiscales se encuentra dentro de la ley? 

Válido Frecuencia Porcentaje 

Totalmente en desacuerdo 3 8.6 

En desacuerdo 7 20.0 

Indiferente 17 48.6 

De acuerdo 6 17.1 

Totalmente de acuerdo 2 5.7 

Total 8 100.0 

Fuente: Cuestionario  

 

Figura 1. ¿Usted considera que la actuación de los fiscales se 
encuentra dentro de la ley? 
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Interpretación: Conforme a la figura 1, se demuestra que de los 35 

abogados encuestados un 20% señalan estar en desacuerdo con la actuación del 

fiscal ya que no actúa de acuerdo a ley, mientras que un 48% se muestran 

indiferentes, y solo un 17% se encuentran de acuerdo con la actuación de los 

fiscales. 

  



 

 

Tabla 3 

¿Cree usted que es responsabilidad de los fiscales actuar conforme a las normas 
vigentes? 

Válido Frecuencia Porcentaje 

Indiferente 5 14.3 

De acuerdo 20 57.1 

Totalmente de acuerdo 10 28.6 

Total 35 100.0 

Fuente: Cuestionario  

 

Figura 2. ¿Cree usted que es responsabilidad de los fiscales actuar 
conforme a las normas vigentes? 

  

Interpretación: Conforme a la figura 2, se demuestra que de los 35 

abogados encuestados un 57% afirman que los fiscales actúan conforme a las 

normas vigentes, mientras que un 14% se encuentran indiferentes. 
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Tabla 4 

¿Desde su punto de vista, los fiscales conocen a detalle sus obligaciones y 
atribuciones? 

Válido Frecuencia Porcentaje 

Totalmente en desacuerdo 4 11.4 

En desacuerdo 13 37.1 

Indiferente 9 25.7 

De acuerdo 6 17.1 

Totalmente de acuerdo 3 8.6 

Total 35 100.0 

Fuente: Cuestionario  

 

Figura 3. ¿Desde su punto de vista, los fiscales conocen a detalle 
sus obligaciones y atribuciones? 

  

Interpretación: Conforme a la figura 3, se demuestra que de los 35 

abogados encuestados un 37% señalan estar en desacuerdo con la actuación del 

fiscal ya que no conocen a detalle sus obligaciones y atribuciones, mientras que un 

26% se muestran indiferentes, y solo un 17% se encuentran de acuerdo con las 

obligaciones y atribuciones. 
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Tabla 5 

¿Considera usted si el actuar de los fiscales es desproporcionado al momento de 
imputar un delito al ciudadano? 

Válido Frecuencia Porcentaje 

En desacuerdo 7 20.0 

Indiferente 11 31.4 

De acuerdo 12 34.3 

Totalmente de acuerdo 5 14.3 

Total 35 100.0 

Fuente: Cuestionario  

 

Figura 4. ¿Considera usted si el actuar de los fiscales es 
desproporcionado al momento de imputar un delito al ciudadano? 

  

Interpretación: Conforme a la figura 4, se demuestra que de los 35 

abogados encuestados un 20% señalan estar en desacuerdo con la actuación del 

fiscal ya que es desproporcionado al momento de imputar un delito al ciudadano, 

mientras que un 32% se muestran indiferentes, y un 34% se encuentran de 

acuerdo. 

  

20%

32%
34%

14%

En desacuerdo

Indiferente

De acuerdo

Totlamente de acuerdo



 

 

Tabla 6 

¿Usted considera que los fiscales toman en cuenta la legislación para sustentar 
sus dictámenes? 

Válido Frecuencia Porcentaje 

Totalmente en desacuerdo 6 17.1 

En desacuerdo 9 25.7 

Indiferente 11 31.4 

De acuerdo 6 17.1 

Totalmente de acuerdo 3 8.6 

Total 35 100.0 

Fuente: Cuestionario  

 

Figura 5. ¿Usted considera que los fiscales toman en cuenta la 
legislación para sustentar sus dictámenes? 

  

Interpretación: Conforme a la figura 5, se demuestra que de los 35 

abogados encuestados un 26% señalan estar en desacuerdo con la actuación del 

fiscal ya que no toman en cuenta la legislación para sustentar sus dictámenes de 

manera correcta, mientras que un 31% se muestran indiferentes, y solo un 17% se 

encuentran de acuerdo con la sustentación que brindan los fiscales. 
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Tabla 7 

¿Cree usted que los fiscales son objetivos en los hechos y leyes para emitir un 
dictamen? 

Válido Frecuencia Porcentaje 

Totalmente en desacuerdo 5 14.3 

En desacuerdo 12 34.3 

Indiferente 10 28.6 

De acuerdo 5 14.3 

Totalmente de acuerdo 3 8.6 

Total 35 100.0 

Fuente: Cuestionario  

 

Figura 6. ¿Cree usted que los fiscales son objetivos en los hechos y 
leyes para emitir un dictamen? 

  

Interpretación: Conforme a la figura 6, se demuestra que de los 35 

abogados encuestados un 34% señalan estar en desacuerdo con la actuación del 

fiscal ya que no son objetivos en los hechos y leyes para emitir un dictamen, 

mientras que un 29% se muestran indiferentes, y solo un 14% se encuentran de 

acuerdo. 
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Tabla 8 

¿Usted considera, que los fiscales deben ser sancionados penalmente si emiten 
algún dictamen contrario a las leyes y normas? 

Válido Frecuencia Porcentaje 

En desacuerdo 1 2.9 

Indiferente 15 42.9 

De acuerdo 10 28.6 

Totalmente de acuerdo 9 25.7 

Total 35 100.0 

Fuente: Cuestionario  

 

Figura 7. ¿Usted considera, que los fiscales deben ser sancionados 
penalmente si emiten algún dictamen contrario a las leyes y normas?  

  

Interpretación: Conforme a la figura 7, se demuestra que de los 35 

abogados encuestados un 28% señalan estar de acuerdo con las sanciones hacia 

los fiscales que emitan algún dictamen contrario a las leyes y normas, asimismo un 

26% están totalmente de acuerdo, mientras que un 43% se muestran indiferentes. 
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Tabla 9 

¿Tiene conocimiento si se ha sancionado algún fiscal por emitir dictámenes? 

Válido Frecuencia Porcentaje 

En desacuerdo 12 34.3 

Indiferente 19 54.3 

De acuerdo 4 11.4 

Total 35 100.0 

Fuente: Cuestionario  

 

Figura 8. ¿Tiene conocimiento si se ha sancionado algún fiscal por emitir 
dictámenes? 

  

Interpretación: Conforme a la figura 8, se demuestra que de los 35 

abogados encuestados un 34% señalan que no tienen conocimiento sobre la 

sanción hacia algún fiscal por emitir dictámenes incorrectos, mientras que un 12% 

señalan que si han percibido sanciones hacia estos fiscales. 
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Tabla 10 

¿Considera usted que existe una contradicción al tipificarse en el código penal los 
dictámenes y en el código procesal penal las disposiciones? 

Válido Frecuencia Porcentaje 

En desacuerdo 1 2.9 

Indiferente 12 34.3 

De acuerdo 13 37.1 

Totalmente de acuerdo 9 25.7 

Total 35 100.0 

Fuente: Cuestionario  

 

Figura 9. ¿Considera usted que existe una contradicción al 
tipificarse en el código penal los dictámenes y en el código procesal penal 
las disposiciones? 

  

Interpretación: Conforme a la figura 9, se demuestra que de los 35 

abogados encuestados un 37% y 26% señalan existe una contradicción al 

tipificarse en el código penal los dictámenes y en el código procesal penal las 

disposiciones, mientras que un 34% se muestran indiferentes. 
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Tabla 11 

¿Es eficiente la aplicación de justicia por medio del art. 418 del Código Penal el 
cual tipifica el prevaricato en jueces y fiscales? 

Válido Frecuencia Porcentaje 

Totalmente en desacuerdo 5 14.3 

En desacuerdo 10 28.6 

Indiferente 12 34.3 

De acuerdo 6 17.1 

Totalmente de acuerdo 2 5.7 

Total 35 100.0 

Fuente: Cuestionario  

 

Figura 10. ¿Es eficiente la aplicación de justicia por medio del art. 
418 del Código Penal el cual tipifica el prevaricato en jueces y fiscales? 

  

Interpretación: Conforme a la figura 10, se demuestra que de los 35 

abogados encuestados un 29% y 14% señalan que no es eficiente la aplicación de 

justicia por medio del art. 418 del Código Penal el cual tipifica el prevaricato en 

jueces y fiscales, asimismo, el 34% se muestran indiferentes y solo un 17% afirman 

que es eficiente la aplicación de justicia. 
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Tabla 12 

¿Cree usted que el código penal se encuentra desactualizado? 

Válido Frecuencia Porcentaje 

Indiferente 7 20.0 

De acuerdo 20 57.1 

Totalmente de acuerdo 8 22.9 

Total 35 100.0 

Fuente: Cuestionario  

 

Figura 11. ¿Cree usted que el código penal se encuentra desactualizado? 

  

Interpretación: Conforme a la figura 11, se demuestra que de los 35 

abogados encuestados un 57% y 23% afirman que el código penal se encuentra 

desactualizado, mientras que un 20% se muestran indiferentes. 
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Tabla 13 

¿Cree usted que el código penal debería adecuarse al Nuevo Código Procesal 
Penal? 

Válido Frecuencia Porcentaje 

Indiferente 11 31.4 

De acuerdo 18 51.4 

Totalmente de acuerdo 6 17.1 

Total 35 100.0 

Fuente: Cuestionario  

 

Figura 12. ¿Cree usted que el código penal debería adecuarse al Nuevo Código 
Procesal Penal? 

  

Interpretación: Conforme a la figura 12, se demuestra que de los 35 

abogados encuestados el 52% y 17% afirman que el código penal debería 

adecuarse al Nuevo Código Procesal Pena, mientras que un 31% se muestran 

indiferentes. 
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Tabla 14 

¿Considera usted que debería modificarse el artículo 418 del Código penal, para 
adecuar la actuación de los fiscales que cometen prevaricato?  

Válido Frecuencia Porcentaje 

Indiferente 9 25.7 

De acuerdo 19 54.3 

Totalmente de acuerdo 7 20.0 

Total 35 100.0 

Fuente: Cuestionario  

 

Figura 13. ¿Considera usted que debería modificarse el artículo 418 del Código 
penal, para adecuar la actuación de los fiscales que cometen prevaricato?  

  

Interpretación: Conforme a la figura 13, se demuestra que de los 35 

abogados encuestados un 54% y 20% señalan estar de acuerdo con modificarse el 

artículo 418 del Código penal, para adecuar la actuación de los fiscales que 

cometen prevaricato, mientras que un 26% se muestran indiferentes. 
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V. APORTE PRÁCTICO 

Proyecto de Ley 

Ley que modifica el artículo 418 del Cogido Penal sobre el delito de  

Prevaricato en Jueces y Fiscales  el mismo que refiere “El Juez o el Fiscal que 

dicta resolución o emite dictamen, manifiestamente contrarios al texto expreso y 

claro de la ley, o cita pruebas inexistentes o hechos falsos, o se apoya en leyes 

supuestas o derogadas, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de 

tres ni mayor de cinco años." , dicho artículo al encontrarse en desuso por su 

ineficacia al ser contradictoria con el Nuevo Código Procesal Penal, donde con el 

modelo acusatorio garantista,  refiere que el fiscal penal emite providencias, 

disposiciones y formula requerimientos. 

El ciudadano y abogado LABURIANO VÁSQUEZ, LUPITA ENAR ejerciendo el 

derecho a iniciativa legislativa, que le confiere el artículo 107º de la Constitución 

Política del Perú, en concordancia con el artículo 76º del Reglamento del Congreso 

presenta la siguiente propuesta legislativa. 

Artículo único: Modifíquese el Art. 418 del Código Penal, Prevaricato 

“El Juez o el Fiscal que dicta resolución o emite dictamen, manifiestamente 

contrarios al texto expreso y claro de la ley, o cita pruebas inexistentes o hechos 

falsos, o se apoya en leyes supuestas o derogadas, será reprimido con pena 

privativa de libertad no menor de tres ni mayor de cinco años." 

Modificado por el siguiente artículo: 

Art 418° Código Penal 

PREVARICATO  

“El Juez o el Fiscal que dicta resolución o formula requerimientos, manifiestamente 

contrarios al texto expreso y claro de la ley, o cita pruebas inexistentes o hechos 

falsos, o se apoya en leyes supuestas o derogadas, será reprimido con pena 

privativa de libertad no menor de tres ni mayor de cinco años." 



 

 

El delito de Prevaricato ha sido configurado en nuestro Código Penal, con la 

finalidad de sancionar a jueces y fiscales que citen pruebas inexistentes o hechos 

falsos, así como de sustentar leyes inexistentes o derogadas, sancionados con una 

pena privativa de libertad, sin embargo se regula la figura del sistema penal antiguo 

donde en el antiguo Código Procesal Penal, se regulaba el sistema inquisitivo, y el 

fiscal realizaba dictámenes para poner en conocimiento al juez sobre alguna 

responsabilidad penal, este sistema ha sido actualizado por nuestro código 

procesal penal donde predomina el sistema acusatorio garantista, y los fiscales ya 

no realizan dictámenes, sino esta figura ha sido cambiada por el llamado 

Requerimientos, el cual viene siendo realizada desde el año 2004, sin embargo 

esta contradicción con el código penal, hace que se encuentre dicha norma en 

Desuso e ineficaz, por tales contradicciones normativas es necesario ser 

modificado a efectos de poder sancionar alguna conducta contraria a la ley por 

parte del fiscal.  

 

  ____________________________________ 

LABURIANO VÁSQUEZ, LUPITA ENAR 

DNI  

Abogado 

Exposición de motivos 

Desde la promulgación del código penal en el año 1991,  este ha sido muy cambiante 

en relación a los modelos procesales penales, es así  que en el año 2004, se puso 

en práctica el nuevo modelo del Nuevo Código Procesal Penal, el mismo que poco 

a poco ha sido incorporado a todos los distritos judiciales a nivel nacional, así como 

capacitados los funcionarios públicos, sin embargo este modelo trajo nuevos 

cambios para el poder judicial y el ministerio público, es así que anteriormente los 

fiscales emitían dictámenes fiscales para establecer alguna responsabilidad penal 

de los ciudadanos, figura que en la actualidad con el nuevo modelo procesal penal, 

cambia esta figura incorporando la obligación del  Ministerio Público, a través de sus 



 

 

fiscales penales, actuar mediante disposiciones, requerimientos y conclusiones 

según lo regulado en el artículo 64° del Código Procesal Penal, que señala”. El 

Ministerio Público formulará sus Disposiciones, Requerimientos y Conclusiones en 

forma motivada y específica, de manera que basten a sí mismos, sin remitirse a las 

decisiones del juez, ni a Disposiciones o Requerimientos anteriores. Donde se 

procederá oralmente en la audiencia y en los deberes, y por escrito en los demás”3. 

En ese sentido, el artículo 122° inciso 1 reconoce que “El Ministerio Publico, en el 

ámbito de su intervención en el proceso, dicta Disposiciones y Providencias, y 

formula Requerimientos”4. Siendo esta su forma de actuar en la actualidad. 

  Por lo expuesto, la situación problemática nace a raíz de la necesidad de modificar 

el artículo 418 del Código Penal, para que adapte su regulación y actualice en virtud 

de lo establecido en el nuevo modelo procesal penal., de esta manera podrán 

sancionarse las conductas de los fiscales que actúen y realicen requerimientos 

contrarios a la ley, teniendo un mayor control de los fiscales quienes muchas veces 

emiten requerimientos vulnerando derechos de las personas. 

ANÁLISIS COSTO BENEFICIO 

El proyecto de Ley no origina costo alguno al erario nacional, sino más bien 

contribuirá a que el parlamento se encuentre integrado por personas que ejercerán 

mejor sus funciones, haciendo del Poder Legislativo más eficiente a favor de la 

nación.  

EFECTO DE LA NORMA EN LA LEGISLACIÓN VIGENTE 

El Proyecto de reforma constitucional propone modificar un artículo dentro de la 

figura de PREVARICATO Art. 418 del Código Penal, a fin de modificar y actualizar 

la norma en desuso para poder sancionar a los fiscales que emitan requerimientos 

contrarios a la ley.  

 

  



 

 

VI. DISCUSIÓN Y LIMITACIONES 

En el presente capítulo se realizará una triangulación tomando en 

consideración los antecedentes estudiados, las bases teóricas y los resultados 

encontrados a fin de deferir o aceptar investigaciones que hayan estudiado 

variables similares o iguales a las presentadas. 

Así pues, mediante las figuras presentadas, se demuestra que, 20% señalan 

estar en desacuerdo con la actuación del fiscal ya que no actúa de acuerdo a ley, 

mientras que un 48% se muestran indiferentes, asimismo, un 37% señalan estar en 

desacuerdo con la actuación del fiscal ya que no conocen a detalle sus obligaciones 

y atribuciones, no obstante, un 26% señalan estar en desacuerdo con la actuación 

del fiscal ya que no toman en cuenta la legislación para sustentar sus dictámenes 

de manera correcta, mientras que un 31% se muestran indiferentes; mientras que, 

un 34% señalan que no tienen conocimiento sobre la sanción hacia algún fiscal por 

emitir dictámenes incorrectos; por otro lado, un 37% y 26% señalan existe una 

contradicción al tipificarse en el código penal los dictámenes y en el código procesal 

penal las disposiciones; por último, un 29% y 14% señalan que no es eficiente la 

aplicación de justicia por medio del art. 418 del Código Penal el cual tipifica el 

prevaricato en jueces y fiscales. 

La investigadora se encuentra de acuerdo con la investigación de López 

(2014) debido a que  concluye que el delito de prevaricato tiene énfasis en la falta 

maliciosa de los deberes impuestos por un cargo público, o en el desempeño de 

actividades investidas de autoridad judicial, gubernativa o administrativa, debiendo 

contener un acto arbitrario injusto manifiestamente empático, más la carga dolosa 

del hecho ya que se consiente en la acción injusta al violar en forma deliberada el 

texto de la norma. 



 

 

VII. CONCLUSIONES 

 

Se concluye que el delito de prevaricato está estipulado en nuestro código 

penal, sin embargo, ante la implementación del NCPP, debió actualizarse también 

el Código Penal, situación que deja en impunidad los actuares fiscales, por no estar 

estipulado sobre los requerimientos providencias y disposiciones que emite el fiscal. 

Así mismo con respecto al delito de prevaricato en los fiscales, se concluye 

que, este delito es calificado como la infracción que cometen al deber en ejercicio 

de sus funciones, siendo el sujeto activo el fiscal y el sujeto pasivo el propio estado 

y el bien jurídico que se protege es la buena Administración de Justicia. 

 

Dentro de los elementos objetivos del delito de prevaricato es emitir un 

dictamen que sea contrario a las leyes, mencionar y sustentar en hechos falsos o 

normas derogadas. Con respecto a la actuación que realizan los fiscales, se 

concluye que se ha cambiado la palabra dictámenes por las de requerimientos, 

disposiciones y providencias.  

 

Aunado a ello, se concluye que, no se puede juzgar a un fiscal por el delito 

de prevaricato al no estar estipulado las funciones que realizan en la actualidad, y 

al no estar regulado queda en impunidad su actuación. 

  

Teniendo en cuenta las conclusiones que se han arribado, se sustenta que 

debería modificarse la tipificación del delito de prevaricato conforme a la norma 

vigente.  



 

 

IX. RECOMENDACIONES 

Se recomienda modificar el delito de Prevaricato establecido en el Art. 418 

del Código Penal, con la finalidad de adecuar el articulado a las actuaciones de los 

fiscales establecidas en el Código Procesal Penal, puesto que en la actualidad los 

fiscales emiten disposiciones,  otras veces emiten providencias y otras 

requerimientos, para proteger el derechos de los ciudadanos a tener un proceso 

conforme a ley. 

Que el estado realice un análisis de todos los  artículos del Código Penal que 

han quedado en desuso y los mismos actualizarlos para no dejar en impunidad 

ciertas actuaciones. 

 

Para tener un mejor control con respecto a las actuaciones de los fiscales, 

se recomienda capacitar a los mismos para que emitan sus requerimientos, 

disposiciones o providencias dentro del margen de ley, sin vulnerar el derecho de 

las personas procesadas. 

El órgano judicial que observe las actuaciones de los fiscales en sus 

requerimientos, informe a la fiscalía superior, para que se investigue la conducta 

del fiscal y de esa manera la sociedad pueda aprobar y sentir un resguardo de la 

ley, ante alguna irregularidad.  
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MATRIZ DE CONSISTENCIA  

  

PROBLEMA DE 

INVESTIGACIÓN 

OBJETIVO GENERAL  HIPOTESIS  VARIABLES E 

INDICADORES 

TIPO DE INVESTIGACIÓN  DISEÑO DE 

INVESTIGACIÓN  

METODOLOGÍA  

¿Qué problemas 

dogmáticos tiene 
el delito de 
prevaricato para 
que sea 
modificado, 
teniendo en 
cuenta que en la 
actualidad el fiscal 
penal emite 
providencias, 
disposiciones y 
formula 
requerimientos? 

Proponer la modificatoria del 
artículo 418 del Código Penal 
sobre la tipificación del delito   

de prevaricato, teniendo en 

cuenta que el fiscal penal 
emite providencias, 
disposiciones y formula 
requerimientos 

H1: La 
regulación de la 
responsabilidad 
del fiscal penal 
frente al delito 
de prevaricato 
permite el buen 
uso del código 
procesal penal. 

VARIABLE 1 Tipo: básica 

Nivel: Descriptivo 

 

Diseño: No experimental 

- transversal 
Tipo: Básica- 
Descriptiva 

Responsabilidad del 
fiscal penal 

OBJETIVOS ESPECIFICOS  VARIABLE 2 

i. Analizar  el tipo 
penal de prevaricato 
desde sus distintas 
posiciones doctrinarias 
ii. Evaluar los casos 
de la actuación del fiscal 
penal antes y después de 
la entrada en vigencia del 
nuevo código procesal 
penal. 
iii. Elaborar un plan de 
modificatoria del artículo 
418 del Código Penal de 
1991, incorporando 
elementos normativos. 

Delito de prevaricato. 

INSTRUMENTO MÉTODOS DE ANÁLISIS DE DATOS 

Cuestionario- Ficha de análisis documental Método : descriptivo 
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Anexo 4. Cuestionario 

Cuestionario para medir la responsabilidad fiscal penal frente al 
delito de prevaricato 

 

Fecha: ___/___/___ 
Duración estimada: 10 minutos  
Instrucciones: 
Estimado cliente por favor lea detenidamente las siguientes afirmaciones y marque 
con una equis (X) la respuesta correcta según su criterio. La información obtenida 
se mantendrá en absoluta reserva. 
Totalmente de acuerdo  TA 
De acuerdo    A 
Indiferente    I 
En desacuerdo    D 
Totalmente en desacuerdo  TD  
 

ITEM TA A I D TD 

1. ¿Usted considera que la actuación de los 
fiscales se encuentran dentro de la ley?           

2. ¿Cree usted que es responsabilidad de 
los fiscales actuar conforme a las normas 
vigentes?           

3. ¿Desde su punto de vista, los fiscales 
conocen a detalle sus obligaciones y 
atribuciones?           

4. ¿Considera usted si el actuar de los 
fiscales es desproporcionado al momento 
de imputar un delito al ciudadano?           

5. ¿Usted considera que los fiscales toman 
en cuenta la legislación para sustentar 
sus dictámenes?           

6. ¿Cree usted que los fiscales son 
objetivos en los hechos y leyes para 
emitir un dictamen?           

7. ¿Usted considera, que los fiscales deben 
ser sancionados penalmente si emiten 
algún dictamen contrario a las leyes y 
normas?           



69  

  

 

 

8. ¿Tiene conocimiento si se ha sancionado 
algún fiscal por emitir dictámenes? 

          

9. ¿Considera usted que existe una 
contradicción al tipificarse en el código 
penal los dictámenes y en el código 
procesal penal las disposiciones?           

10. ¿Es eficiente la aplicación de justicia por 
medio del art. 418 del Código Penal el 
cual tipifica el prevaricato en jueces y 
fiscales?           

11. ¿Cree usted que el código penal se 
encuentra desactualizado?           

12. ¿Cree usted que el código penal debería 
adecuarse al Nuevo Código Procesal 
Penal?           

13. Considera usted que debería modificarse 
el artículo 418 del Código penal, para 
adecuar la actuación de los fiscales que 
cometen prevaricato?           
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Anexo: 5 
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ANEXO 6:   

1. Disposición N° 03 de la Carpeta Fiscal N.° 2406075500-2016-437-0  

2. Disposición N° 04 de la Carpeta Fiscal N.° 2406075500-2016-2011-0  

3. Disposición N° 03 de la Carpeta Fiscal N.° 2406074502-2017-4517-0  

4.  Providencia N.° 20 de la Carpeta Fiscal N.° 111-2017  

5.  Providencia N.° 08 de la Carpeta Fiscal N.° 111-2017  

6. Requerimiento Acusatorio de la Carpeta Fiscal N.° 2406074501-2015-3135-0  

7. Requerimiento de Prisión Preventiva de la Carpeta Fiscal N.° 111-2017  
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